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Señor (a)  

JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 

DISTRITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR  

E.                    S.                     D.  

 

 

Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA contra COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

(CNSC) Y LA ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACION PUBLICA (ESAP) como 

mecanismo Transitorio por violación de los Derechos Fundamentales al Debido 

Proceso (art.29); acceso al ejercicio y desempeño de funciones y cargos públicos 

(art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera administrativa por meritocracia (art.125 CN); 

igualdad (13 CN); Confianza legítima.  

 

Accionante: JAVIER ENRIQUE CARRILLO CAMPO.  

 

Accionados: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) Y LA ESCUELA 

SUPERIOR DE ADMINISTRACION PUBLICA (ESAP) 

 

 

JAVIER ENRIQUE CARRILLO CAMPO, mayor de edad, identificado como aparece al 

pie de mi correspondiente firma, actuando en nombre propio, domiciliado en la 

ciudad de Valledupar - cesar, en ejercicio del artículo 86 de la Constitución Política, 

y de conformidad con los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, con el 

debido respeto interpongo ante su Despacho, la presente Acción de Tutela, como 

Mecanismo Transitorio, con el fin que me sean amparados mis Derechos 

Fundamentales al Debido Proceso (art.29); acceso al ejercicio y desempeño de 

funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera administrativa por 

meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza legítima, que han sido 

vulnerados por la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) y la ESCUELA 

NACIONAL DE ADMINISTRACION PUBLICA (ESAP) al no efectuar una correcta 

valoración y puntuación de las certificaciones de experiencia profesional expedidas 

por la Alcaldía de Valledupar, en relación a los contratos de prestación de servicios 

Nos: 135 – 747 – 118 - 284, en la  prueba de valoración de antecedentes en el 

concurso de méritos convocatoria 828 a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 1132 a 1134 y 

1305 de 2019 - Municipios PDET Priorizados para el Posconflicto, Acuerdo No. CNSC -  

20181000008206 del 07-12-2018, proceso de selección No. 894 de 2018 - municipios 

priorizados para el post conflicto (municipios de 1ª a 4ª categoría), para el cargo Nivel 

profesional, Denominación: Inspector Urbano de Policía Categoría Especial 1° y 

Primera Categoría, Grado: 1- Categoría : 233; Opec: 2331; hecho que incide 

sustancialmente en el puntaje final de dicha prueba y en mi posición en la 

conformación de las listas de elegibles, como lo expondré a continuación. 
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I. HECHOS 

 

PRIMERO: Realice mi inscripción y con ella la formalización de la misma en el 

aplicativo SIMO, en la convocatoria 828 a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 1132 a 1134 y 

1305 de 2019 - Municipios PDET Priorizados para el Posconflicto, Acuerdo No. CNSC- 

20181000008206 del 07-12-2018, proceso de selección No. 894 de 2018 - municipios 

priorizados para el post conflicto (municipios de 1ª a 4ª categoría) para el cargo Nivel 

profesional, Denominación: Inspector Urbano de Policía Categoría Especial 1° y 

Primera Categoría, Grado: 1- Categoría : 233; Opec: 2331; cargando en dicho 

aplicativo todos los requisitos especiales y generales de participación, tales como 

documentos de formación formal e informal, experiencia profesional relacionada, 

entre otros documentos exigidos para la inscripción de la convocatoria, con base en 

ello me es expedida por parte de SIMO/CNSC, el registro de inscripción identificado 

con el código de inscripción No. 7918913, la cual relaciona y discrimina cada 

documento cargado para cada ítem.  

SEGUNDO: Posterior a la inscripción, todos los participantes inscritos para este cargo 

de inspector urbano de policía de la OPEC: 2331  del Acuerdo No. CNSC - 

20181000008206 del 07-12-2018, proceso de selección No. 894 de 2018 - municipios 

priorizados para el post conflicto (municipios de 1ª a 4ª categoría) fuimos citados 

para la realización de las pruebas de competencias funcionales y 

comportamentales, donde obtuve una calificación para la prueba funcional de 

64,28 puntos y para las pruebas comportamentales una puntuación de 80, puntos, 

y luego de aplicarle el peso porcentual establecido para cada prueba, se difiere 

que he superado con ello la puntuación que me permite seguir en estado: continua 

en concurso. 

Resultados Pruebas funcionales. 
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Resultados pruebas comportamentales 

 
 

TERCERO: Que el dia 28 de junio de 2022, siguiendo con la dinámica del proceso, 

fueron publicados por parte de la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) 

y la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), los resultados preliminares de la 

prueba de valoración de requisitos mínimos (VRM) de la convocatoria antes 

mencionada, donde fui evaluado con un resultado parcial ADMITIDO y por 

consiguiente me mantuve con la designación Continua En Concurso en la posición 

No.13 en la lista. 
 

CUARTO: Posteriormente el dia 11 de enero de 2023, fueron publicados por parte de 

la Escuela Superior De Administración Pública (ESAP) y la Comisión Nacional del 

Servicio Civil (CNSC), los resultados preliminares de la valoración de 

antecedentes(V.A) de todos los aspirantes al cargo de inspector de policía que 

habíamos superado las etapas básicas funcionales, comportamentales y valoración 

de requisitos mínimos (VRM) del mencionado concurso, donde obtuve en esta 

prueba una errada calificación y puntuación de la experiencia aportada, por parte 

de la  ESAP y la CNSC, de  54.87 meses de experiencia profesional relacionada, es 

decir  no tuvieron en cuenta la totalidad de la experiencia profesional relacionada 

aportada en el aplicativo simo, al no valorar ni puntuar 9 de mis certificaciones 

laborales, equivalentes a más del 50% de mi experiencia, dicha situación me dejó en 

la posición No. 10 en la lista parcial de elegibles, ocasionándome un perjuicio 

irremediable y sin opciones de estar ocupando una mejor posición en la 

conformación de la lista de elegibles, teniendo en cuenta que la siguiente etapa del 

proceso es la conformación definitiva de listas de elegibles. 

 

QUINTO: Que en dicha valoración de antecedentes (VA), la Comisión Nacional Del 

Servicio Civil (CNSC) y  la Escuela de Administración Publica ESAP, de una manera 

discriminatoria y apartándose de la constitución y la ley, deciden sin fundamento 

alguno y más por vía de hecho, no valorar y puntuar  9 de mis certificaciones  

laborales con funciones propias y afines con las funciones del inspector de policía, 

emitidas por la empresa FINASER y el MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, equivalentes a más 

del 50% de mi experiencia profesional relacionada aportada, aduciendo en primera 

instancia que: “No se valida el documento aportado toda vez que corresponde a 

Experiencia adquirida en el ejercicio de cargos y funciones de Nivel No Profesional.”  

Lo cual considero violatorio al debido proceso articulo 29; Acceso al ejercicio y 

desempeño de funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera 

administrativa por meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza legítima, 



Página 4 de 7 
 

toda vez que las certificaciones laborales en su totalidad, si cumplen con el objeto 

contractual y con las funciones profesionales propias y afines del inspector de policía 

acordes al manual de funciones del municipio de Valledupar, y el código de 

convivencia ciudadana ley 1801 de 2016.  

 

SEXTO: Que la prueba de valoración de antecedentes tiene un peso porcentual del 

20%, y es clasificatoria, tal como se prevé en el artículo 26 del acuerdo de 

convocatoria. 

 

 

 

 

 

 

 

SEPTIMO: Que el artículo 37 del acuerdo de convocatoria, define los valores de 

puntuación de los factores de la prueba de Valoración de antecedente y establece el 

máximo de puntajes para cada factor, teniendo en cuenta que para la experiencia 

profesional relacionada su máxima puntuación es 40 puntos. 
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OCTAVO: Criterios valorativos según el artículo 39 de los acuerdos de convocatoria 

No. CNSC - 20181000008206 DEL 07-12-2018, donde se definen los criterios de 

calificación por experiencia de nivel profesional y sus máximos puntajes.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

NOVENO: No conforme con el criterio de calificación adoptado por la ESAP Y LA 

CNSC, para mi prueba de valoración de antecedentes (VA) específicamente en lo 

que tiene que ver con la EXCLUSION, y no puntuación de 9 certificados laborales 

equivalentes a más del 50% de mi Experiencia profesional relacionada aportada, 

interpuse dentro de los términos legales para ello, reclamación a estos resultados el 

dia 18 de enero de 2023, mediante radicado 556903585, por considerar que la ESAP 

y la CNSC, violaron de manera irracional y desproporcionadamente mis derechos 

fundamentales  al debido proceso articulo 29; Acceso al ejercicio y desempeño de 

funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera administrativa 

por meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza legítima. 
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DECIMO: Que, frente a la reclamación antes mencionada, el dia 14 de marzo de 

2023, la ESAP y CNSC, dan respuesta a la misma, mediante acto administrativo 

radicado 562801367 

 

 
 

DECIMO PRIMERO: Que la respuesta emitida por la ESAP y la CNSC, mediante acto 

administrativo identificado con radicado No. 562801367, a mi reclamación, en 

relación a las nueve (9) certificaciones laborales dejadas de valorar y puntuar en la 

prueba inicial y posterior reclamación de valoración de antecedentes (VA) NO 

resolvió de fondo mi petición, y continúa violando mis derechos fundamentales al no 

valorar y puntuar de manera integral la totalidad de mi experiencia profesional 

relacionada, en esta oportunidad aceptan su error de manera parcial validando y 

puntuando solo 5 de las certificaciones laborales y excluyeron 4 certificaciones del 

municipio de Valledupar contratos Nos: 135- 747-118- 284 tal como se detalla en el 

hecho siguiente, bajo la misma posición inicial de “No se valida el documento 

aportado toda vez que corresponde a Experiencia adquirida en el ejercicio de cargos 

y funciones de Nivel No Profesional.” Situación que me ocasiona un daño irreparable 

e irremediable al no permitirme ocupar una posición real y meritoria en la 

mencionada lista de elegibles, dejándome sin opciones de ocupar una mejor 

ubicación o posición dentro de los 7 cargos ofertados por el municipio de Valledupar, 

dado que en la dinámica del proceso frente a esta decisión no procede recurso 

alguno tal como lo prevé el artículo 41 del acuerdo de convocatoria, y el siguiente 

paso es la conformación de listas de elegibles. 

 
 



Página 7 de 7 
 

DECIMO SEGUNDO: Si bien es cierto su señoría, mis certificaciones laborales emitidas 

por el municipio de Valledupar de los contratos de prestación de servicios No. 135 – 

747 – 118 – 284, no relacionan la palabra profesional,  pero no es menos cierto que 

realicé funciones intrínsecamente relacionadas con el cargo de inspector de policía 

en apoyo a la gestión,  y es por ello que el criterio de la ESAP y la CNSC es totalmente 

contradictorio, discriminatorio e ilegal, donde se deja en evidencia la violación en 

flagrancia de mis derechos fundamentales al debido proceso articulo 29; Acceso al 

ejercicio y desempeño de funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a 

la carrera administrativa por meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza 

legítima, toda vez que en el acto administrativo identificado con radicado No. 

562801367, las entidades accionadas, me dan la razón de su mal proceder  y me 

validan parcial y tímidamente  5 certificaciones con experiencia afines con las 

funciones  de inspector de policía y se apartan de su criterio en 4 de ellas emitidas 

por el municipio de Valledupar, contratos de prestación de servicios Nos: 135 – 747 – 

118 - 284, en las cuales se puede apreciar que estas tienen las mismas funciones 

propias y afines a las del inspector de policía en relación a las otras cinco(5) 

certificaciones que fueron admitidas y convalidadas para puntuar como experiencia 

profesional.   
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DECIMO TERCERO: Que el criterio valorativo aplicado por la ESAP y la CNSC, a mi 

prueba de valoración de antecedentes, no es coherente y por ende contradictorio 

a la constitución y la ley, vulnerando todos mis derechos fundamentales, dado que si 

detallamos las 5 certificaciones de experiencia laboral de las empresas FINASER- 

FINASER- ALCALDIA DE VALLEDUPAR CONTRATO 237, ALCALDIA DE VALLEDUPAR, 

INSPECCION PRIMERA CIVIL, admitidas por la ESAP y la CNSC como profesional y 

válida para asignar puntaje, mediante el acto administrativo identificado con 

radicado No. 562801367, estas contienen experiencia profesional con funciones 

propias y a fines con la del inspector de policía, y es por ello su señoría que no es 

justificable y por ende reprochable la exclusión de las 4 certificaciones laborales de 

los contratos Nos. 135 – 747 – 118 – 284, toda vez que  estos también son de apoyo a 

la gestión y con las mismas funciones a fines del inspector de policía. 

 

DECIMO CUARTO: Como resultado  de mi reclamación con radicado No. 556903585, 

frente a la ESAP y la CNSC, obtuve una calificación o puntuación de 10 puntos más, 

por experiencia que no habían tenido en cuenta inicialmente en esta prueba, y que 

sumados al resultado parcial inicial  en la cual obtuve 20 puntos, ahora suman 30 

puntos en total, colocándome en la posición No 8 en la lista de elegibles, con una 

puntuación de 62.57, puntuación que a todas luces continúa errada y no ajustada a 

la realidad, toda vez que no se tuvieron en cuenta para puntuar 4 certificaciones de 

experiencia laboral de apoyo a la gestión de los contratos de prestación de servicios 

No. 135 – 747 – 118 – 284, emitidas por el municipio de Valledupar, en las cuales están 

consignadas funciones propias y afines del inspector de policía, con las cuales 

obtendría la máxima calificación por este concepto. 
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DECIMO QUINTO: Con este nuevo resultado de valoración y puntuación de 

experiencia reconocida en la reclamación (radicado: 556903585)  impetrada por mi 

persona, y resuelta por la ESAP y la CNSC, mediante acto administrativo radicado No. 

562801367 de fecha 14 de marzo de 2023, se mantiene  una errada sumatoria en la 

valoración y puntuación de mi experiencia como lo mencione anteriormente, 

situación está que me ubica  dentro de la tabla del criterio valorativo del artículo 39 

del acuerdo de convocatoria, entre los 73 y 96 meses de experiencia,(con 81.40 

meses),  lo cual considero que esta puntuación no es la real y no se ajusta a derecho 

toda vez que esta debe ubicarse dentro del criterio valorativo del acuerdo entre los 

97 meses y más, el cual concede la máxima calificación de 40 puntos, dado que no 

se tuvieron en cuenta la puntuación o calificación TOTAL de los meses de experiencia 

certificada por LA ALCALDIA DE VALLEDUPAR, CONTRATOS DE PRESTACION DE 

SERVICIOS Nos: 135- 747- 118 - 284, donde dicha experiencia está estrechamente 

relacionada con las funciones del inspector de policía, la cual superaría la máxima 

calificación por experiencia. 

 DECIMO SEXTO: Es menester señalar lo establecido en el artículo 21 del acuerdo de 

convocatoria No. CNSC -  20181000008206 del 07-12-2018 el cual establece: 
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DECIMO SEPTIMO: A continuación, relacionare las 4 certificaciones laborales 

CONTRATOS DE PRESTACION DE SERVICIOS DE APOYO A LA GESTION Nos: 135- 747- 118 

– 284, que no fueron tenidas en cuenta por la Comisión Nacional Del Servicio Civil 

(CNSC) y la Escuela de Administración Publica ESAP, en la valoración inicial y posterior 

reclamación en la prueba de antecedentes, con esto su señoría demostraré que 

estas certificaciones laborales como quiera que son de apoyo a la gestión jurídica  a 

esta entidad pública ALCALDIA DE VALLEDUPAR, pero no es menos cierto que las 

funciones y actividades allí señaladas guardan y están intrínsecamente relacionadas 

con el objeto contractual y las funciones que son propias y afines a las  del inspector 

de policía, y están dentro del marco legal de los acuerdos de convocatoria,  por lo 

tanto su señoría, no es justificable la negativa de las entidades accionadas, la no 

valoración y puntuación total de mi experiencia profesional en la prueba de 

antecedentes, certificadas en los contratos anteriormente señalados, con la cual 

obtendría la máxima calificación por este concepto. 
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DECIMO OCTAVO: Es importante aclarar a su señoría, que el acto administrativo 

identificado con radicado No. 562801367, el cual resuelve mi reclamación, y siendo este 

el preciso momento para destacar que el contrato de prestación de servicios de un 

auxiliar jurídico No. 237 de 2012, y el contrato de prestación de servicios de apoyo a 

la gestión No. 284 de 2013, ambos contratos objetos de disenso el primero valorado y 

puntuado y el segundo excluido para puntuar, fueron validados y reconocidos por el 

consejo superior de la judicatura sala administrativa unidad de registro nacional de 

abogados y auxiliares de la justicia, mediante resolución 1740 de 27 de marzo de 2014, 

como práctica jurídica para optar el título de abogado, de esta manera su señoría 

volviendo al criterio valorativo que la ESAP y la CNSC, le dan   aun contrato y al otro 

en mi prueba de VA, es donde se evidencia la violación de mis derechos 

fundamentales al debido proceso articulo 29; Acceso al ejercicio y desempeño de 

funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera administrativa por 

meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza legítima. 
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DECIMO NOVENO: Por lo expuesto en el hecho anterior, podemos concluir en relación 

a este análisis de las certificaciones laborales de los contratos de apoyo a la gestión 

Nos. 135- 747-118-284 objeto de disenso, que la ESAP y la CNSC, están actuando de 

manera contraria a sus propios criterios valorativos y a la ley, como bien es cierto al 

momento del cargue de los contratos a la plataforma simo no se realizó la 

observación que 3 de estos contratos fueron convalidados como experiencia 

PROFESIONAL para optar el título de abogado, tampoco  es menos cierto su señoría, 

que por mandato de la ley estos deben ser tenidos en cuenta  para esta prueba de 

valoración de antecedentes como practica laboral y por ende como experiencia 

profesional, tal como lo prevé:   
 

El artículo 1 de la Ley 2043 de 2020, ordena “(…) reconocer de manera obligatoria como 
experiencia profesional y/o relacionada aquellas prácticas que se hayan realizado en el sector 
público y/o sector privado como opción para adquirir el correspondiente título”, precisando en 
sus artículos 3 y 6:  
Artículo 3°. Definiciones. Para los efectos de la presente ley entiéndase como práctica 
laboral todas aquellas actividades formativas desarrolladas por un estudiante de cualquier 
programa de pregrado en las modalidades de formación profesional, tecnológica o técnica 
profesional, en el cual aplica y desarrolla actitudes, habilidades y competencias necesarias 
para desempeñarse en el entorno laboral sobre los asuntos relacionados con el programa 
académico o plan de estudios que cursa y que sirve como opción para culminar el proceso 
educativo y obtener un título que lo acreditará para el desempeño laboral.  
(…)  
Artículo 6°. Certificación. El tiempo que el estudiante realice como práctica laboral, deberá 
ser certificado por la entidad beneficiaria y en todo caso sumará al tiempo de experiencia 
profesional del practicante.  
 

VIGESIMO: En este sentido es menester seguir aclarando al despacho que, para optar 

mi título de abogado presenté ante el C. S de la J, tres (03) contratos así: 1- contrato 

de prestación de servicio No. 237 de 2012 de un auxiliar jurídico; 1- un contrato de 

prestación de servicio de apoyo a la gestión No.284 de 2013; y un tercer contrato de 

prestación de servicios de apoyo a la gestión No.508 de 2012, el cual aclaro que este 

no es objeto de reclamación, en pero, lo traigo a colación porque está dentro de la 

misma línea valorativa del C.S de la J, es decir está dentro del marco constitucional y 

legal que revisten de valides estos tres contratos  para optar mi  título de abogado, 

no habiendo discrepancia por lo que uno es de prestación de servicio de un auxiliar 

jurídico y los otros dos de apoyo a la gestión, emitiendo así la resolución 1740 de 27 

de marzo de 2014, que de dicho marco legal se aparta la ESAP y la CNSC al excluir 

de la valoración y puntuación los contratos de prestación de servicios de apoyo a la 

gestión  Nos 135- 747-118- 284, los cuales tienen el mismo objeto y funciones jurídicas  

propias y afines a las del inspector de policía.  por ello su señoría no hay excusa alguna 

para que la ESAP y la CNSC, le de valoración y puntuación al contrato 747 de 2014, 

el cual hace parte de practica para optar mi título de abogado, igualmente debe 

valorar y puntuar de manera integral por sustracción de materia el resto de contratos 

excluidos Nos. 135- 118 y 284, toda vez que gozan de un criterio valorativo razonable 

y objetivo infiriendo que si es experiencia profesional relacionada. 
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VIGESIMO PRIMERO: Cabe anotar que las fechas de los contratos relacionadas en la 

resolución 1740 de 27 de marzo de 2014, son las fechas de las actas de inicio de los 

mismos. 

 

VIGESIMO SEGUNDO: Que el Acuerdo No. CNSC - 20181000008206 del 07-12-2018 "Por 

el cual se convoca y se establecen las reglas del Concurso Abierto de Méritos para 

proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 

Carrera Administrativa de la    planta de personal de la Alcaldía de VALLEDUPAR - 

CESAR, proceso de selección No. 894 de 2018 - municipios priorizados para el post 

conflicto (municipios de 1ª a 4ª categoría) en ninguna de sus partes determina la 

exclusión de puntajes por concepto de experiencia profesional relacionada, frente a 

cargos de nivel jerárquico de inferior o igual jerarquía.  

 

VIGESIMO TERCERO:  Cabe destacar que efectivamente la ESAP Y LA CNSC de 

manera discriminatoria no les dan la puntuación a las certificaciones emitidas por el 

municipio de Valledupar, aportadas por mi persona a través del aplicativo SIMO, 

dado que las experiencias según el criterio de los calificadores al servicio de estas 

entidades manifiestan que “No se valida el documento aportado toda vez que 

corresponde a Experiencia adquirida en el ejercicio de cargos y funciones de Nivel 

No Profesional.”  Resulta que esta aseveración es contraria a derecho y violatoria de 

principios y  derechos fundamentales, toda vez, que como lo he probado, la totalidad 

de mi experiencia guardan una relación intrínseca tanto en el objeto contractual y 

con las funciones del cargo del inspector de policía, y de conformidad con el Decreto 

1083 de 2015, el cual establece que la experiencia profesional se considera adquirida 

en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina exigida para el 

desempeño del empleo, a partir de la terminación y aprobación de todas las materias 

que conforma el pensum académico de la respectiva formación profesional.” lo cual 

cumplo a satisfacción y cabalidad. 

 

VIGESIMO CUARTO: El Gobierno Nacional, en virtud de las facultades extraordinarias 

otorgadas por el Congreso de la República, expide el Decreto Ley 19 del 10 de enero 

de 2012, por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 

procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública, 

señalando lo siguiente: ARTICULO 229. EXPERIENCIA PROFESIONAL: Para el ejercicio de 

las diferentes profesiones acreditadas por el Ministerio de Educación Nacional, la 

experiencia profesional se computará a partir de la terminación y aprobación del 

pensum académico de educación superior, salvo en el caso de las profesiones 

relacionadas con el sistema de seguridad social en salud, las cuales computarán su 

experiencia profesional a partir del registro o inscripción profesional. 

 

En virtud a lo expresado por la ley, es procedente manifestar que la experiencia 

profesional que pretendo se me convalidé para puntuar, es es realizada posterior a 

la terminación de mi pensum académico de la carrera de derecho, tal como lo 

soporté con la respectiva certificación emitida por la universidad popular del cesar. 
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VIGESIMO QUINTO: a continuación, presento a su señoría EL ARTICULO 41 del  

Acuerdo No. CNSC -  20181000008206 del 07-12-2018 el cual taxativamente expresa 

que frente a estas reclamaciones no procede recurso alguno, y así mismo presento  

las funciones del inspector de policía según el manual de funciones del municipio 

de Valledupar, publicadas en la plataforma SIMO, donde podemos observar que 

todas las funciones y en especial la antepenúltima de este manual deja en 

evidencia que las funciones realizadas por mi persona y certificadas por el 

municipio de Valledupar son propias y afines a las funciones del inspector de policía 

de esta manera podemos CONCLUIR que la ESAP y la CNSC, se apartan de la Ley 

y del criterio valorativo Unificado del 10 de noviembre de 2020, que tiene que ver 

con una valoración exhaustiva y el análisis comparativo de las funciones y del 

objeto contractual de los contratos antes mencionados, haciéndolo de una forma 

discriminatoria toda vez que esta calificación y puntuación errada a mi prueba no 

permite recurso alguno a su decisión en esta etapa del proceso, debido a que los 

resultados de esta prueba es clasificatoria y el siguiente paso en el concurso de 

méritos es la conformación de lista de elegibles, lo cual va en contra de mis 

derechos fundamentales al debido proceso articulo 29; Acceso al ejercicio y 

desempeño de funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso a la carrera 

administrativa por meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza legítima. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Página 18 de 7 
 

Funciones del cargo de Inspector de Policía del manual de funciones del municipio de 
Valledupar, publicados en la plataforma Simo: 

 

 

  

VIGESIMO SEXTO: Que el artículo 19 de convocatoria Acuerdo No. CNSC -  

20181000008206 del 07-12-2018 define la experiencia así: 
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VIGESIMO SEPTIMO: Reitero a su señoría, de manera respetuosa, que la ESAP Y LA 

CNSC están discriminándome en relación con el resto de participantes al no tener en 

cuenta los meses de experiencia profesional soportados en las 4 certificaciones 

emitidas por el MUNICIPIO DE VALLEDUPAR Contratos de Prestación de Servicios Nos: 

135- 747- 118 - 284, con las cuales obtendría la máxima calificación por este concepto 

en la tabla de criterio valorativo del artículo  39 de los acuerdos de convocatoria, que 

está entre los 97 y más meses es decir 40 puntos; y no los 30 puntos puntuados de 

manera errada y sin argumentos en esta prueba de VA, por la ESAP y LA CNSC, los 

cuales quebrantan mis derechos fundamentales al Debido Proceso (art.29); acceso 

al ejercicio y desempeño de funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 7); Acceso 

a la carrera administrativa por meritocracia (art.125 CN); igualdad (13 CN); Confianza 

legítima, de manera irracional toda vez, que me dejan sin opciones y en una posición 

no real en la lista de elegibles, que no me permitiría ocupar una mejor posición en 

ella, configurándose de esta manera un inminente daño irreparable en el entendido 

que la posición No. 8  la cual ocupo en estos momentos, me deja por fuera de los 7 

cargos de inspector de policía ofertados por el municipio de Valledupar, siendo que 

la siguiente etapa del proceso de convocatoria es la conformación de listas de 

elegibles la cual puede darse en cualquier momento. 

 

VIGESIMO OCTAVO: Por lo anteriormente expuesto traigo a colación de manera muy 

respetuosa, el criterio unificado de la CNSC de fecha 10 de noviembre de 2020, con 

el fin de probar que estas entidades están actuando por fuera de la ley, la 

constitución y por fuera de sus propios criterios y principios. : de las reglas para valorar 

en los procesos de selección que realiza la cnsc la experiencia relacionada o 

profesional relacionada cuando los aspirantes aportan certificaciones que contienen 

implícitas las funciones desempeñadas o las mismas se encuentran detalladas en los 

manuales específicos de funciones y competencias laborales de cualquiera de las 

entidades que hacen parte del proceso de selección en ejecución o se encuentran 

establecidas en la constitución o en la ley. 
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CRITERIO UNIFICADO 

 

REGLAS PARA VALORAR EN LOS PROCESOS DE SELECCIÓN QUE REALIZA LA CNSC LA 
EXPERIENCIA RELACIONADA O PROFESIONAL RELACIONADA CUANDO LOS ASPIRANTES 

APORTAN CERTIFICACIONES QUE CONTIENEN IMPLÍCITAS LAS FUNCIONES DESEMPEÑADAS O 
LAS MISMAS SE ENCUENTRAN DETALLADAS EN LOS MANUALES ESPECÍFICOS DE FUNCIONES Y 

COMPETENCIAS LABORALES DE CUALQUIERA DE LAS ENTIDADES QUE HACEN PARTE DEL 
PROCESO DE SELECCIÓN EN EJECUCIÓN O SE ENCUENTRAN ESTABLECIDAS EN LA 

CONSTITUCIÓN O EN LA LEY 

 
Ponente: Comisionado Jorge Alirio Ortega Cerón 
Fecha de sesión Sala: 10 de noviembre de 2020 

 
1. Competencia de la CNSC para definir lineamientos generales para los procesos de selección. 

 

De conformidad con el literal a) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, le corresponde a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, en adelante CNSC, “establecer de acuerdo con la ley y los reglamentos, los lineamientos 
generales con que se desarrollarán los procesos de selección para la provisión de los empleos de carrera 
administrativa de las entidades a las cuales se aplica la presente ley (...)”. 
 
En concordancia con esta norma, el literal a) del artículo 3 del Acuerdo No. CNSC - 20181000000016 del 10 de 
enero de 2018, “Por el cual se adopta el reglamento de organización y funcionamiento de la Comisión Nacional 
del Servicio Civil”, asigna a la Sala Plena de Comisionados la función de “Definir los lineamientos para el 
desarrollo de los procesos de selección para la provisión definitiva de los empleos de carrera administrativa de 
los sistemas de carrera que se encuentran bajo la administración y vigilancia de la CNSC (…)”. 
 
En cumplimiento de esta función, la Sala Plena de Comisionados de la CNSC, en sesión del 10 de noviembre de 
2020, aprobó el presente Criterio Unificado. 

 
2. Marco jurídico. 

 

El artículo 19 de la Ley 909 de 2004, define el empleo público en los siguientes términos: 
 

1. (…) conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una persona y las competencias 
requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo y los 

fines del Estado. 
 

2. El diseño de cada empleo debe contener: 

 
a) La descripción del contenido funcional del empleo, de tal manera que permita identificar con claridad las 
responsabilidades exigibles a quien sea su titular; 

 

b) El perfil de competencias que se requieren para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de estudio y 
experiencia, así como también las demás condiciones para el acceso al servicio. En todo caso, los elementos del 
perfil han de ser coherentes con las exigencias funcionales del contenido del empleo; 

 

c) La duración del empleo siempre que se trate de empleos temporales (Subrayado fuera del texto). 

 
Además de reiterar la anterior definición, el artículo 2º de los Decretos Ley 770 y 785 de 2005, establece que 
las funciones de los empleos públicos deben ser fijadas por las autoridades competentes, “(…) salvo para 
aquellos empleos cuyas funciones y requisitos estén señalados en la Constitución Política o en la ley o en leyes 
especiales” (Subrayado fuera del texto). 
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Complementariamente, el Parágrafo 2º del artículo 2.2.2.2.6 del Decreto 1083 de 2015 señala, para las 
entidades de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, Corporaciones Autónomas Regionales, Entes 
Universitarios Autónomos, entre otras entidades del Nivel Nacional, que “(…) En el caso de los empleos 
correspondientes a los diferentes niveles jerárquicos con funciones señaladas en la Constitución Política o en 
las leyes, cumplirán las allí determinadas” (Subrayado fuera de texto). 
 

Por otra parte, el artículo 2.2.6.3 ibídem precisa que le corresponde a la CNSC, “(…) elaborar y suscribir las 
convocatorias a concurso, con base en las funciones, los requisitos y el perfil de competencias de los empleos 
definidos por la entidad que posea las vacantes, de acuerdo con el manual específico de funciones y requisitos” 
(Subrayado fuera del texto). 
 

A su vez, el artículo 2.2.6.8 de esta misma norma, determina que los procesos de selección que realiza la 
CNSC, “(…) Cuando se exija experiencia relacionada, los certificados de experiencia deberán contener la descripción            de 
las funciones de los cargos desempeñados” (Subrayado fuera de texto). 
 

3. Definiciones. 

 
Para los efectos del presente Criterio Unificado, resulta procedente traer a colación los siguientes conceptos: 
 

a) Experiencia Relacionada: Para las entidades del Nivel Nacional, el artículo 2.2.2.3.7 del Decreto 1083 

de 2015, la define como “(…) la adquirida en el ejercicio de empleos o actividades que tengan funciones 
similares a las del cargo a proveer”. 

 
Esta misma definición se encuentra en el artículo 11 del Decreto Ley 785 de 2005 para las entidades del Nivel 
Territorial, a la que le agrega al final “(…) o en una determinada área de trabajo o área de la profesión, ocupación, 
arte u oficio”. 
 

b) Experiencia Profesional: Para las entidades del Nivel Nacional, el artículo 2.2.2.3.7 del Decreto 1083 de 

2015, establece que esta experiencia 

 
Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del pensum académico de la respectiva formación profesional, 
en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina académica exigida para el desempeño del 
empleo. 
 
(…) 
 

La experiencia adquirida con posterioridad a la terminación de estudios en las modalidades de formación  técnica 
profesional o tecnológica, no se considerará experiencia profesional (Subrayado fuera de texto). 
 

Y para las entidades del Nivel Territorial, el artículo 11 del Decreto Ley 785 de 2005, la define como 
 

(…) la adquirida a partir de la terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pensum académico 
de la respectiva formación profesional, tecnológica o técnica profesional, en el ejercicio de las actividades propias 
de la profesión o disciplina exigida para el desempeño del empleo. 

 
Esta última definición se debe leer en forma integral con la naturaleza general de las funciones y los requisitos que para los 
empleos públicos del Nivel Profesional establecen los artículos 4, numeral 3, y 13, numeral 13.2.3, ibídem: 
(…) 
4.3. Nivel Profesional. Agrupa los empleos cuya naturaleza demanda la ejecución y aplicación de los conocimientos 
propios de cualquier carrera profesional, diferente a la técnica profesional y tecnológica, reconocida por la ley y que 
según su complejidad y competencias exigidas les pueda corresponder funciones de coordinación, supervisión y 
control de áreas internas encargadas de ejecutar los planes, programas y proyectos institucionales (Subrayado fuera 
de texto). 
 

(…) 
13.2. Los requisitos de estudios y de experiencia se fijarán con sujeción a los siguientes mínimos y máximos: 

 
 

13.2.3. Nivel Profesional 
 

Para los empleos del orden Departamental, Distrital y Municipal: 
 

Mínimo: Título profesional. 
Máximo: Título profesional, título de postgrado y experiencia. 
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Es decir, para las entidades del Nivel Territorial, la experiencia adquirida en un empleo público solamente se 
puede clasificar como Experiencia Profesional, si dicho empleo es del Nivel Jerárquico Profesional, para el cual, 
en todos los casos, la normativa precitada exige acreditar Título Profesional. 
 

Para las entidades del Nivel Nacional, en virtud de los artículos 4, numeral 3, y 5, numerales 5.2.1, 5.2.2 y 5.2.3 
del Decreto Ley 770 de 2005 y 2.2.2.3.7, 2.2.2.4.2, 2.2.2.4.3 y 2.2.2.4.4 del Decreto 1083 de 2015, la experiencia 
adquirida en un empleo público se puede clasificar como Experiencia Profesional, si dicho empleo es del Nivel 
Profesional o superiores, para los cuales siempre se exige acreditar Título Profesional. 
 

c) Experiencia Profesional Relacionada: En concordancia con las normas citadas en los dos literales 
anteriores, para las entidades del Nivel Nacional y Territorial, se entiende que es la experiencia adquirida 
a partir de la terminación y aprobación del pensum académico de la respectiva Formación Profesional, en 
el ejercicio de empleos o actividades que tengan funciones similares a las del empleo a proveer. 
Tratándose de experiencia adquirida en empleos públicos de entidades del Nivel Nacional, la misma debe 
ser en empleos del Nivel Profesional o superiores, y en entidades del Nivel Territorial, en empleos del Nivel 
Profesional. 

 
4. Certificación de la Experiencia. 

 

Por regla general, la Experiencia se debe acreditar mediante certificaciones expedidas por la autoridad 
competente, o quien haga sus veces, de la institución o entidad pública o privada que certifica, las cuales deben 
indicar expresamente, al menos, los siguientes datos, de conformidad con los artículos 2.2.2.3.8 y 
2.2.3.4 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia con el artículo 12 del Decreto Ley 785 de 2005: 
 

 Nombre o razón social de la entidad que la expide. 

 Empleo o empleos desempeñados, con fechas de inicio (día, mes y año) y de terminación (día, mes y año) 
para cada uno de ellos, evitando el uso de la expresión “actualmente”. 

 Funciones de cada uno de los empleos desempeñados, salvo que la Constitución o la ley las establezca. 
 

En los casos en que la Constitución o la ley establezcan las funciones del empleo o se exija solamente 
Experiencia Laboral o Profesional, no es necesario que las certificaciones laborales las especifiquen1. 
 

La experiencia adquirida con la ejecución de Contratos de Prestación de Servicios, se debe acreditar con las 
correspondientes certificaciones de ejecución de tales contratos o mediante las respectivas Actas de 
Liquidación o Terminación. Estas certificaciones o actas deben estar debidamente suscritas por la autoridad 
competente, o quien haga sus veces, de la institución o entidad pública o privada que certifica y deben contener, 
al menos, la siguiente información: 
 

 Nombre o razón social de la entidad que la expide. 

 Objeto(s) contractual(es) ejecutado(s), con fechas de inicio (día, mes y año) y de terminación (día, mes y 
año) para cada uno de ellos, evitando el uso de la expresión “actualmente”. 

 Obligaciones contractuales cumplidas con cada uno del(os) objeto(s) contractual(es) ejecutados. 
 

En los casos en que el aspirante haya ejercido su profesión o actividad en forma independiente o en una 
empresa o entidad actualmente liquidada, la Experiencia se acreditará mediante declaración del mismo 

 
1 Decretos Ley 770 y 7852005, artículo 2º y Parágrafo 2º del artículo 2.2.5.1.5 del Decreto 648 de 2017. 
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(artículos 12 del Decreto Ley 785 de 2005 y 2.2.2.3.8 del Decreto 1083 de 2015), siempre y cuando se 
especifiquen las fechas de inicio (día, mes y año) y de terminación (día, mes y año), el tiempo de dedicación 
(en horas día laborable, no con términos como “dedicación parcial”) y las funciones o actividades desarrolladas, 
la cual se entenderá rendida bajo la gravedad del juramento. 
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5. Problema jurídico. 
 
En los procesos de selección que realiza la CNSC, ¿cómo se debe valorar la Experiencia Relacionada o 
Profesional Relacionada a partir de certificaciones laborales aportadas por los aspirantes que contienen 
implícitas las funciones desempeñadas en los cargos certificados o que las mismas se encuentran 
detalladas  en los Manuales Específicos de Funciones y Competencias Laborales (MEFCL) de las 
entidades que hacen parte del proceso de selección en ejecución o que se encuentran establecidas en 
la Constitución o en la ley? 
 

6. Respuesta al problema jurídico planteado. 
 
Para dar respuesta al problema jurídico señalado, se debe tener en cuenta que, en todos los casos, se 
debe realizar el análisis comparativo de las funciones certificadas con las del empleo a proveer, para 
determinar si     alguna o algunas de aquéllas guardan o no relación con una o varias de éstas. 
 
La CNSC, con el fin de unificar los criterios que se aplican en los procesos de selección hasta la firmeza de las 
listas de elegibles, en lo referente a la valoración de certificaciones laborales presentadas por los aspirantes 
para acreditar Experiencia Relacionada o Profesional Relacionada, en los casos que tales certificaciones 
contienen implícitas las funciones desempeñadas en los cargos certificados, o que las mismas se encuentran 
detalladas en los MEFCL de las entidades que hacen parte del proceso de selección en ejecución, o que se 
encuentran establecidas en la Constitución o en la Ley, se imparten las siguientes instrucciones: 
 

Para los efectos del presente Criterio Unificado, se debe entender por “certificaciones laborales (…) que 
contienen implícitas las funciones desempeñadas (…)”, aquéllas en las que tales funciones, aunque 
aparentemente no se encuentran listadas en la certificación, se encuentran contenidas en la denominación del 
empleo o en el objeto contractual de los que da cuenta dicha certificación, según los casos que más adelante 
se detallan. 
 
Ahora bien, para identificar o consultar las funciones certificadas con las certificaciones a las que se refiere este 
Criterio Unificado, se debe acudir a las siguientes fuentes: 

 
6.1 Cuando las funciones del empleo que se certifica se encuentran definidas en la Constitución o en 

la ley. 
 

En los casos en que la Constitución o la ley establezcan las funciones del empleo, no es necesario que las 
certificaciones laborales las especifiquen, por consiguiente, si la certificación laboral aportada por el aspirante 
no las detalla, se deben consultar en la(s) norma(s) que las establece(n). Los siguientes son algunos ejemplos,  entre 
muchos otros, de empleos cuyas funciones se encuentran establecidas en las normas que se citan: 

 

 Agente de Tránsito y Transporte de las Entidades Territoriales: Ley 1310 de 2009, artículo 5. 
 

 Alcalde: Artículos 315 de la Constitución Política y 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 

29 de la Ley 1551 de 2012. 
 

 Asesor, Coordinador o Auditor Interno de la Oficina de Control Interno: Ley 87 de 1993, artículo 
12. 

 Comisario de Familia: Artículos 86 de la Ley 1098 de 2006 y 7 del Decreto 4840 de 2007. 

 

 Concejal: Artículo 313 de la Constitución Política y Capítulos III y V de la Ley 136 de 1994. 
 

 Defensor de Familia: Artículos 82 de la Ley 1098 de 2006 y 7 del Decreto 4840 de 2007. 
 

 Docente: Artículos 104 de la Ley 115 de 1994 y 4 y 5 del Decreto - Ley 1278 de 2002. 

 

 Inspector de Policía: Ley 1801 de 2016, artículo 206. 
 

 Juez: Constitución Política, artículo 116 (modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 3 de 2002) 
y Ley 1564 de 2012, artículo 8. 

 

 Personero: Ley 136 de 1994, artículo 178. 
 

 Revisor Fiscal: Decreto 410 de 1971, artículo 207, adicionado parcialmente (numeral 10) por el artículo 
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27 de la Ley 1762 de 2015. 
 

6.2 Cuando se trata de empleos de la Rama Judicial, cuyas funciones se encuentren establecidas en 
Acuerdos del Consejo Superior de la Judicatura (CSJ). 

 

En estos casos, si la certificación laboral aportada por el aspirante no detalla las funciones del empleo 
certificado, las mismas se deben consultar en los referidos Acuerdos. Esto de conformidad con los artículos 
257 de la Constitución Política y 85 de la Ley 270 de 1996, según los cuales le corresponde al Consejo Superior 
de la Judicatura, entre otras funciones, reglamentar mediante Acuerdos la estructura y la planta de personal de 
las corporaciones de la Rama Judicial. Las normas contenidas en estos Acuerdos se encuentran dentro del 
concepto material de ley definido por la Corte Constitucional en la Sentencia C-284 de 2015, M.P. Mauricio 
González Cuervo, en la que se precisa que estas normas son expedidas en virtud de la potestad reglamentaria 
constitucional atribuida por la Carta Política a dicho Consejo. 

 
Por ejemplo, las funciones del Auxiliar Judicial Ad Honorem se encuentran definidas en el Acuerdo No. 
PSAA10-7543 del 14 de diciembre de 2010 del CSJ o en el Acuerdo vigente. 

 
6.3 Cuando el cargo certificado es de Jefe de una dependencia cuyas funciones se encuentran 

definidas en la ley. 
 

En este caso, si la certificación laboral no detalla las funciones del empleo certificado, es viable asumir que 
como jefe de la dependencia le ha correspondido al aspirante, sino la ejecución operativa de todas las funciones 
que la ley establece para la misma, al menos sí la dirección, gerencia o coordinación y el seguimiento y control 
para que tales funciones se cumplan. 
 
Por ejemplo, en una certificación laboral en la que consta que el aspirante se desempeñó como Jefe de la 
Oficina de Control Interno Disciplinario, aunque las funciones de este empleo no están definidas en la ley, las 
funciones de la dependencia se encuentran establecidas en el artículo 2º de la Ley 734 de 2002, en el que 
expresamente se señala que “corresponde a las oficinas de control disciplinario interno (…), conocer de los 
asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus dependencias”, razón por la cual se puede inferir 
que al Jefe de esta oficina, al menos le habrá correspondido conocer los asuntos disciplinarios tramitados por 
esta dependencia, los cuales estarían bajo su dirección, seguimiento y control. 

 
6.4 Cuando la certificación laboral se refiere a un empleo ofertado por cualquiera de las entidades 

que hacen parte del proceso de selección en ejecución. 
 

En este caso, si la certificación laboral aportada por el aspirante no detalla las funciones del empleo certificado, las 
mismas se deben consultar en el MEFCL remitido por la entidad a la CNSC para dicho proceso de selección. 
Esto en aplicación del artículo 9º del Decreto 19 de 2012, que establece: 
 
ARTÍCULO 9. Prohibición de exigir documentos que reposan en la entidad. Cuando se esté adelantando un 
trámite ante la administración, se prohíbe exigir actos administrativos, constancias, certificaciones o 
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documentos que ya reposen en la entidad ante la cual se está tramitando la respectiva actuación (Subrayado fuera 
del texto). 

 

Para la contabilización de la Experiencia en estos casos, es requisito indispensable que la certificación 
especifique las fechas de inicio (día, mes y año) y fin (día, mes y año) de la vinculación en cada uno de los 
empleos certificados. 
 

6.5 Cuando la certificación laboral se refiere al mismo empleo para el cual el aspirante se encuentra 
concursando. 

 

Como en el caso anterior, en el presente, si la certificación laboral aportada por el aspirante no detalla las 
funciones del empleo certificado, las mismas se deben consultar en el MEFCL remitido por la entidad a la CNSC 
para el proceso de selección en ejecución y/o en la correspondiente OPEC. 
 
También en estos casos, para la contabilización de la Experiencia se requiere obligatoriamente que la 
certificación especifique las fechas de inicio (día, mes y año) y fin (día, mes y año) de la vinculación en cada 
uno de los empleos certificados. 
 

6.6 Cuando de la denominación del cargo certificado, por su especificidad, se puedan inferir 
razonablemente las funciones desempeñadas por el aspirante. 

 
Como, por ejemplo, “Conductor”, “Celador”, “Vigilante”, “Guardián”, “Recepcionista”, “Mensajero”, “Auxiliar de 
Servicios Generales”, “Electricista”, etc. 
 
En estos casos, si la certificación laboral aportada por el aspirante no detalla las funciones del empleo 
certificado, las mismas, o al menos la función principal, al ser evidentes, se deben derivar de su denominación 
específica. 
 

6.7 Cuando la denominación del empleo certificado es igual a la de la profesión del aspirante, siempre 
y cuando el que hacer de dicha profesión se encuentre definido en la ley o norma reglamentaria. 

 
En estos casos, si la certificación laboral no detalla las funciones del empleo certificado, es viable inferir que el 
aspirante ha desempeñado, al menos, las labores propias de su profesión, establecidas en la correspondiente 
norma. 
 
Los siguientes son algunos ejemplos de leyes que regulan el ejercicio de diferentes profesiones: 
 

 Administración de Empresas: Ley 60 de 1981 

 Administración Pública: Ley 1006 de 2006 

 Arquitectura: Ley 435 de 1998 

 Biología: Ley 22 de 1984 

 Contaduría Pública: Ley 43 de 1990 

 Derecho: Decreto Ley 196 de 1971 

 Economía: Ley 37 de 1990 

 Geología: Ley 9 de 1974 

 Ingenierías: Ley 842 de 2003 

 Profesional de Archivística: Ley 1409 de 2010 

 Psicología: Ley 1090 de 2006 

 Química Farmacéutica: Ley 212 de 1995 

 Tecnología en Regencia de Farmacia: Ley 485 de 1998 
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6.8 Para los empleos de la OPEC del Nivel Asistencial, cuando la certificación laboral se 
refiera a un cargo u objeto contractual con una denominación que coincida total o 
parciamente con la denominación del empleo a proveer. 

 

En estos casos, si la certificación laboral no detalla las funciones desempeñadas, es dable inferir, en 
aplicación de los artículos 4, numeral 4.5, del Decreto Ley 785 de 2005 y 2.2.2.2.5 del Decreto 1083 
de 2015, que al aspirante al menos le ha correspondido realizar actividades de apoyo y 
complementarias de las tareas propias de los niveles superiores o de labores que se caracterizan por 
el predominio de actividades manuales o tareas de simple ejecución, las cuales son inherentes a los 
empleos de este nivel jerárquico. 
 

6.9 Cuando se certifique la ejecución de un contrato sin especificar las obligaciones 
contractuales cumplidas, pero cuyo objeto contractual se encuentra tan 
detalladamente definido, que el mismo  incluye al menos una actividad específica 
cumplida por el aspirante en su ejecución. 

 

En estos casos, la(s) actividad(es) específica(s) descrita(s) en el objeto contractual da(n) cuenta de 
la(s) función(es) o labor(es) cumplida(s) por el aspirante con la ejecución del mismo. 
 
Algunos ejemplos de estos casos, identificados en los procesos de selección realizados 
recientemente por la CNSC, son los siguientes: 
 

 Contrato de Prestación de Servicios Profesionales, cuyo objeto es la “Prestación de servicios 
profesionales para la promulgación y la divulgación de los diferentes eventos que se ejecuten 
en el desarrollo de programas de salud pública por la entidad”. 

 

 Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión, cuyo objeto es "Prestar servicios 
técnicos a la entidad para el mantenimiento preventivo y correctivo del hardware y software de 
los equipos de cómputo asignados a los funcionarios". 

 

La viabilidad de los casos 6.3, 6.6 y siguientes, se determina de conformidad con lo previsto en los 
artículos 228 de la Constitución Política y 3 del CPACA y la jurisprudencia sobre esta materia. 
 
El presente Criterio Unificado aplica a partir de la fecha de su aprobación, el 10 de noviembre de 
2020. 
 
 
 
 
 
 

Presidente 
 
 
 
 
 

 
Sede Atención al Ciudadano y Correspondencia: Carrera 16 N° 96 - 64, Piso 7° 

Sede principal: Carrera 12 N° 97 - 80, Piso 5º 
PBX: 57 (1) 3259700  Línea Nacional CNSC: 01900 3311011  www.cnsc.gov.co  Ventanilla Única 

Código postal 110221  Bogotá D.C., Colombia 
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VIGESIMO NOVENO: En este mismo sentido presento a colación dentro del 

marco del respeto y la independencia judicial, la sentencia de tutela de 

orden horizontal, emitida por el juzgado 30 de familia de Bogotá de fecha 

21 de marzo de 2018, sobre hechos similares a este asunto, con el fin que sea 

analizada por su despacho en aras de salvaguardar mis derechos 

fundamentales. 
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TRIGESIMO: Pongo de presente a su señoría, que las certificaciones laborales 

emitidas por el municipio de Valledupar contratos No. 135 – 747- 118- y 284 

dichas funciones fueron realizadas en su totalidad en la  oficina de espacio 

público de la alcaldía municipal de Valledupar, siendo esta dirigida por un 

inspector de policía y que mi objeto contractual en la oficina de espacio 

público, estaba orientado a realizar funciones propias y afines a las 

funciones del inspector de policía, tal como lo establece el manual de 

funciones del municipio. 

                                                                    

 

Manual de funciones del municipio de Valledupar 

 Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por autoridad 

competente, de acuerdo con el área de desempeño. 

 Expedir la Autorización de Ocupación de Inmuebles de conformidad 

con el Decreto 1203 de 2017. 

 Ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las obras, con el 

fin de aplicar las medidas correctivas para asegurar el cumplimiento 

de las licencias urbanísticas y de las normas contenidas en el Plan de 

Ordenamiento Territorial, de conformidad con el Decreto 1203 de 

2017. 

 Suspension definitiva de actividad. 

 Multas; 

 Remoción de bienes, en las infracciones urbanísticas; 

 Restablecimiento del derecho de servidumbre y reparación de daños 

materiales; 

 Restitución y protección de bienes inmuebles, diferentes a los descritos 

en el numeral 17 del artículo 205; 

 Reparación de daños materiales por perturbación a la posesión y 

tenencia de inmuebles; 

 Construcción, cerramiento, reparación o mantenimiento de 

inmueble; 

 Demolición de obra; 

 Suspensión de construcción o demolición; 

 Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes 

medidas correctivas: 

 Decomiso. 

 Prohibición de ingreso a actividad que involucra aglomeraciones de 

público complejas o no complejas; 
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 Expulsion de domicilio; 

 Reparación de daños materiales de muebles o inmuebles; 

 Conocer, en única instancia, de la aplicación de las siguientes 

medidas correctivas: 

 Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las 

ordenanzas y los acuerdos. 

 Ejecutar la orden de restitución, en casos de tierras comunales. 

 Conocer de los comportamientos contrarios a la convivencia en 

materia de seguridad, tranquilidad, ambiente y recursos 

naturales, derecho de reunión, protección a los bienes y 

privacidad, actividad económica, urbanismo, espacio 

público y libertad de circulación. 

 Conciliar para la solución de conflictos de convivencia, cuando sea 

procedente. 

Es por ello que de manera muy respetuosa, ante el estado de indefensión 

en que me encuentro frente a la ESAP y la CNSC, dado que mi reclamación 

no fue resuelta de fondo y el siguiente paso en el proceso es la 

conformación de listas de elegibles la cual puede aparecer en cualquier 

momento, ruego a su señoría, realizar un análisis minucioso y objetivo de las 

funciones antes transcritas del manual de funciones del municipio, con las 

funciones realizadas por mi persona en los contratos de prestación de 

servicios Nos: 135- 747- 118 – 284, para que no permita que las entidades 

accionadas vulneren mis derechos fundamentales. 

 
CONSIDERACIONES 

 

Como bien lo expuse en los hechos de la presente tutela, el motivo del 

disenso surge en la prueba de valoración de antecedentes(VA) 

respecto al aporte de los certificados de Experiencia Profesional que 

allegue en la plataforma SIMO, donde 4 de estos  certificados laborales de los 

contratos  Nos. 135- 747- 118 – 284, emitidos por el municipio de Valledupar, NO 

fueron tenidos en cuenta  para valorarlos y puntuarlos, es  donde  emerge mi 

interés de acudir ante su señoría, en procura de lograr se tutele mis 

derechos fundamentales que considero vulnerados frente a la errada 

valoración y calificación de mi experiencia laboral en la prueba de 

valoración de antecedentes(V.A) realizada por la CNSC y la ESAP, que 

incide negativamente en mi puntuación y ubicación en la lista, 

acarreándome como consecuencia, una calificación y una ubicación 
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no real en la lista de elegibles, que a todas luces me causa un daño 

irreparable y desproporcionado al no me permitirme ocupar una mejor 

posición en esta lista, dejándome por fuera de las 7 vacantes ofertadas 

por el municipio de Valledupar, vulnerando de esta manera mis 

derechos fundamentales al debido proceso articulo 29; Acceso al 

ejercicio y desempeño de funciones y cargos públicos (art.40 Numeral 

7); Acceso a la carrera administrativa por meritocracia (art.125 CN); 

igualdad (13 CN); Confianza legítima, toda vez que contra el acto 

administrativo que resolvió mi reclamación es de trámite y no procede 

recurso alguno y  el siguiente paso del proceso es la conformación de 

la lista de elegibles, la cual puede darse en cualquier momento. 

 

 

 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTOS 

ADMINISTRATIVOS DE TRÁMITE QUE EJECUTAN O REGULAN EL PROCESO DE 

CONCURSO DE MÉRITOS Y SU APLICACIÓN EN MI CASO 

Señor (a) juez, antes de definir el por qué, en mi caso es procedente el 

estudio de fondo de la acción de tutela, es importante resolver este 

título de la siguiente manera: 1) línea risprudencial de la procedencia 

de la acción de tutela contra actos administrativos de trámite que se 

ejecutan en el proceso de concurso de mérito; 2) Materialización de 

las excepciones de procedencia de   estudio de la acción de tutela 

aplicable a mi caso; y, 3) Conclusión. 

1.Línea jurisprudencial de la procedencia de la acción de tutela 

contra actos administrativos de trámite que ejecutan el proceso de 

concurso de méritos. 

La Corte Constitucional, en su sentencia de unificación SU - 913 de 2009, 

estableció que era viable la procedencia de la acción de tutela contra 

actos administrativos que regulan                       o ejecutan un proceso de concurso 

de méritos, como un mecanismo de protección de los derechos de 

quienes participan en dichos concursos, así lo manifestó: ‘(..) la doctrina 

constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los 

derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de 

quienes participaron en un concurso de méritos y fueron debidamente 

seleccionados, la Corte Constitucional asume competencia plena y 

directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al considerar 

que la tutela puede "desplazar la respectiva instancia ordinaria para 

convertirse en la “vía” principal de trámite del asunto, en aquellos casos 

en que el mecanismo alterno no es lo suficientemente idóneo y eficaz 

para la protección de estos derechos. 
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Considera la corte que en materia de concursos de méritos para la 

provisión de cargos de carrera se ha comprobado que no se 

encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso 

ordinario o contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender 

en el tiempo de manera injustificada la vulneración de derechos 

fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta corte ha 

expresado, que, “para excluir a la tutela en los casos, el medio judicial 

debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la 

defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría 

objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un 

instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la 

supremacía de la Constitución en el caso particular”. 

Con posterioridad a la citada SU se expidió la ley 1437 de 2011 o 

CPACA, el cual amplió un catálogo de medidas cautelares que 

pueden ser solicitadas dentro del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho para buscar la suspensión de los efectos 

del acto administrativo demandado, lo que en principio reduciría la 

procedencia de la tutela frente a estos actos administrativos de trámite 

(que  por  regla  general  no  tienen  control  judicial);  sin embargo, pese 

a ese mecanismo jurídico existente y aplicable a la fecha, la 

jurisprudencia actual aún sigue abriendo la viabilidad de la 

procedencia del estudio de tutela frente a actos administrativos de 

trámite expedidos durante la ejecución del proceso del concurso de 

mérito, siempre y cuando se cumplan algunos excepciones. Bajo este 

panorama procedo a relacionar y citar apartes relevantes de las 

sentencias de las altas cortes relacionadas con este tópico. 

En el año 2013 en sentencia T -798, la Corte Constitucional señaló que 

existen al menos dos excepciones que la tornan procedente, a saber: 1) 

cuando pese a la existencia de un mecanismo judicial idóneo, esto es, 

adecuado para resolver las implicaciones constitucionales del caso, el 

mismo no goza de suficiente efectividad para la protección de los 

derechos fundamentales invocados como amenazados a la luz del 

caso concreto; o 2) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, que implica una situación de amenaza de 

vulneración de un derecho fundamental susceptible de concretarse y 

que pueda generar un daño irreversible. 

En otra sentencia de tutela, la T- 090 del 26 de febrero de  2013, se 

enfatizó en dos subreglas para habilitar de manera  excepcional la 

procedencia del estudio de la acción de tutela contra actos 

administrativos que regulan o ejecutan  el proceso de concurso de 

méritos para proteger derechos fundamentales que resulten amenazados 
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o vulnerados, que son a saber: a) cuando el accionante la ejerce como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; y, b) cuando 

el medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para 

amparar el derecho fundamental cuya protección se invoca, y que en 

caso de no ser garantizado se traduce en un claro perjuicio para el 

actor. Luego de establecidas esas dos subreglas, las altas cortes 

marcaron su postura bajo esas dos excepciones y siguieron profiriendo 

decisiones en ese sentido, que vale la pena citar y copiar los apuntes 

relevantes de las mismas. 

El 30 de enero de 2014, el Consejo de Estado¹, corporación de cierre y 

especializado en el tópico del control de legalidad de los actos 

administrativos, también se ha pronunciado sobre la procedencia 

excepcional de la acción de tutela en temas relacionados con 

concursos de méritos, expresándose de la siguiente manera.  

"La acción procede cuando el interesado no dispone de otro medio de 

defensa, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. En todo caso, el otro mecanismo debe ser 

idóneo para proteger el derecho fundamental vulnerado o 

amenazado, pues, de lo contrario, el juez de tutela deberá examinar sí 

existe perjuicio irremediable y, de existir, debe examinar de fondo los 

argumentos que proponga el demandante. Ahora bien, para el caso de 

las tutelas interpuestas en el trámite de los concursos de méritos, 

convocados para acceder a cargos públicos, esta Corporación ha 

sostenido que, por regla general, las decisiones dictadas en los concursos 

de méritos son actos administrativos de trámite, expedidos justamente para 

impulsar y dar continuidad de la convocatoria. Contra los                  actos de 

trámite no proceden los recursos de la vía gubernativa ni las acciones 

contencioso administrativas y, por lo tanto, la tutela se ve como el 

remedio judicial idóneo y eficaz para la protección los derechos 

fundamentales de los concursantes”. 

¹ Sección Cuarta, expediente No. 08001- 23-33-000-2013-00355-01, Magistrado ponente: Hugo Fernando Bastidas 

Bárcenas. 

Posteriormente, el 24 de febrero de 2014, ese mismo órgano   de Cierre en 

su Sección Segunda, Subsección "A", Magistrado Ponente: Luis Rafael 

Vergara Quintero, expresó: “En materia de concursos públicos, si bien en 

principio podría sostenerse que los afectados por una presunta 

vulneración de sus derechos fundamentales pueden controvertir las 

decisiones tomadas por la administración, las cuales están contenidas 

en actos administrativos de carácter general o de carácter particular, 

mediante las acciones señaladas en el Código Contencioso 

Administrativo, se ha estimado que estas vías Judiciales no son siempre 
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idóneas y eficaces para restaurar las derechos fundamentales 

conculcados. De otro lado, el reiterado criterio de la Sala apunta a que 

tratándose de acciones de tutela en las que se invoque la vulneración 

de derechos fundamentales al interior de un concurso de méritos en 

desarrollo, su procedencia es viable a pesar de la existencia de otros 

medios de defensa judicial, teniendo en cuenta la  agilidad con que se 

desarrollan sus etapas, frente a las cuales el medio principal de 

protección dispuesto por el ordenamiento jurídico no garantiza la 

inmediatez de las medidas que llegaren a necesitarse para conjurar el 

eventual daño ocasionado a los Intereses a quien acude en tutela, si 

llegare a demostrarse la violación de los derechos reclamadas ". 

En sentencia de tutela, T - 030 de 2015, la Corte Constitucional ha 

señalado la obligación de los jueces constitucionales de realizar un 

análisis minucioso del carácter subsidiario y residual de la acción de 

tutela, más  aún cuando se controvierten decisiones adoptadas por 

intermedio de actos administrativos y el accionante infiere que acude a 

este mecanismo con el objeto de que no se le  ocasione un perjuicio 

irremediable, al respecto, dijo: «(...)el carácter supletorio del mecanismo 

de tutela conduce a que solo tenga lugar cuando dentro de los diversos 

medios que pueda tener el actor no existe alguno que sea idóneo para 

proteger objetivamente el derecho que se alegue vulnerado o 

amenazado. Esta consideración se morigera con la opción de que, a 

pesar de disponer de otro medio de defensa judicial idóneo para 

proteger su derecho, el peticionario puede acudir a la acción de 

tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.   

De no hacerse así, esto es, actuando en desconocimiento del principio 

de subsidiariedad se procedería en contravía de la articulación del 

sistema jurídico, ya que la protección de los derechos fundamentales 

está en cabeza en primer lugar el juez ordinario. En este sentido, la Corte 

ha expuesto que, conforme al carácter residual de la tutela, no es, en 

principio, este mecanismo el medio adecuado para controvertir las 

actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las 

acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese 

escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de 

protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a 

la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar 

a un perjuicio irremediable. Al respecto se ha establecido: "La Corte 

concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente 

como mecanismo principal para la protección de derechos 

fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la 

expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros 

mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) 

que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las 
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actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la 

configuración de un perjuicio irremediable; y, (iii) que solamente en 

estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto 

administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo 

no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el 

proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo". Ahora bien, otro tanto ocurre frente a los actos 

administrativos de trámite, esto es, aquellos que "no expresan en conjunto 

la voluntad de la administración, pues simplemente constituyen el 

conjunto de actuaciones intermedias, que preceden a la formación de 

la decisión administrativa que se plasma en el acto definitivo y, en la 

mayoría de los casos, no crean, definen, modifican o extinguen 

situaciones jurídicas". Ante este tipo de actos administrativos, la Corte ha 

señalado que por regla general no son susceptibles de acción de tutela ya 

que "se limitan a ordenar que se adelante una actuación administrativa 

dispuesta por la ley, de manera oficiosa por la administración en 

ejercicio del derecho de petición de un particular o cuando éste actúa 

en cumplimiento de un deber legal". No obstante, en virtud de que 

pueden verse afectados derechos fundamentales, la Corte ha 

considerado que contra los actos de trámite es posible la procedencia 

excepcional de la acción de tutela "cuando el respectivo acto tiene 

la potencialidad de definir una situación especial y sustancial dentro 

de la actuación administrativa y ha sido fruto de una actuación 

abiertamente irrazonable o desproporcionada del funcionario, con 

lo cual vulnera las garantías establecidas en la Constitución”. 

La Corte Constitucional en sentencia T- 748 del 7 de diciembre de 2015, 

manifestó que pese a la existencia de  un medio de defensa para 

proteger el derecho que se indica vulnerado, como consecuencia de 

un acto administrativo proferido al interior de un concurso de méritos, 

los medios de control de la jurisdicción contencioso administrativa no son 

los mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado término de 

duración que este tipo de procesos pudiese tener, frente al relativo corto 

tiempo que normalmente dura un concurso, así manifestó: "(.,.) si bien 

puede llegarse a considerar, en principio, que el asunto, como 

consecuencia de la aplicación del principio de la subsidiariedad, debe 

declararse improcedente, lo cierto es que acudir al mecanismo ordinario 

de defensa judicial, cual es, en este caso, la jurisdicción contencioso 

administrativa, bien sea a través de la acción electoral, de la acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho o de la acción de reparación 

directa, puede resultar excesivo y desproporcionado, atendiendo para 

ello al prolongado término de duración que este tipo de procesos 

pudiese tener (...). En similar sentido la sentencia T-509 de 2011 M.P. Palacio 

Palacio observó: respecto de la procedencia específica de la acción 
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de tutela en los concursos de méritos es claro, en principio, que quienes 

se vean afectados por una decisión de este tipo podrían valerse de las 

acciones señaladas en el Código Contencioso Administrativo para 

lograr la restauración de sus derechos. Sin embargo, la Corte ha estimado 

que estas vías judiciales no son siempre idóneas y eficaces para reponer 

dicha vulneración. Es así como la jurisprudencia reiterada de este Tribunal 

Constitucional ha señalado que en estos casos las acciones contencioso 

administrativas no alcanzan una protección efectiva de los derechos 

fundamentales de las personas que, habiendo adelantado los trámites 

necesarios para su vinculación a través de un sistema de selección de 

méritos, ven truncada su posibilidad de acceder al cargo por aspectos 
ajenos a la esencia del concurso”. 

En sentencia T-682 del 2 de diciembre 2016, la Corte Constitucional 

Precisó: "3.3. En relación con los concursos de méritos para acceder a 

cargos de carrera, la jurisprudencia de esta corporación ha señalado 

que, en principio, la acción de tutela debe declararse improcedente. 

No obstante, lo anterior, el precedente de la Corte ha señalado que los 

medios de control de la jurisdicción contencioso administrativa, bien 

sea a través de la acción electoral, de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho o de la acción de reparación directa, 

no son los mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado 

término de duración que este tipo de procesos pudiese tener. 3.4 

Específicamente, en lo que tiene que ver con la procedencia de la 

acción de tutela para controvertir actos administrativos que 

reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos, se ha 

precisado, por parte del precedente de la Corporación, que existen dos 

casos en los cuales la acción de tutela se convierte en el mecanismo 

idóneo: (i) aquellos casos en los que la persona afectada no tiene un 

mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente 

sus derechas porque no está legitimada para impugnar los actos 

administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es 

eminentemente constitucional; (ii) cuando, por las circunstancias 

excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no 

producirse la orden de amparo, podían resultar irremediablemente 

afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone la 

acción. Estos casos son más complejos que los que aparecen cobijados 

por la excepción anterior, pues en ellos existen cuestiones legales o 

reglamentarias que, en principio, deben ser definidas por el juez 

contencioso administrativo pero que, dadas las circunstancias 

concretas y la inminente consumación de un daño fundamental deben 

ser; al menos transitoriamente, resueltas por el juez constitucional”. 



Página 54 de 7 

 

La Sentencia T-318/17 Conforme a estos criterios, la Corte ha 

conceptualizado el perjuicio irremediable, así: “(…) De acuerdo con la 

doctrina constitucional pertinente, un perjuicio irremediable se 

configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho 

fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de 

manera grave su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas 

impostergables que lo neutralicen. Sobre las características jurídicas 

del perjuicio irremediable la Corte dice en su jurisprudencia lo 

siguiente: En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a 

suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes 

elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, 

además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser 

grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente 

significativo para la persona (moral o material), pero que sea 

susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse 

medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una 

doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la 

inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las 

particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben 

ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad 

y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico 

irreparable”. Así mismo, este Tribunal, ha destacado que cuando se 

trata de esta hipótesis, el accionante deberá acreditar: “(i) una 

afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto al 

daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o prevenir la 

afectación; (iii) la gravedad del perjuicio – irremediable. 

La Corte Constitucional en sentencia T - 438 de 2018, indicó que la acción 

de tutela no es, por regla general, el mecanismo judicial al que debe 

acudirse para controvertir actos administrativos que reglamentan o 

ejecutan un concurso de méritos, y que en este campo su procedencia  

es excepcional cuando la persona afectada no tiene otro medio 

judicial o teniéndolo el mismo no resulta idóneo para evitar un perjuicio 

irremediable, y así lo explicó: "Lo anterior, en virtud de la naturaleza 

subsidiaria y residual de la acción de tutela, por lo que, quien pretenda 

controvertir en sede judicial un acto administrativo deberá acudir a las 

acciones que para tales fines existen ante la jurisdicción contenciosa 

administrativa. No obstante, esta Corporación también ha indicado 

que hay, al menos, dos excepciones a la regla antes descrita, a saber: 

(1) cuando la persona afectada no cuente con un mecanismo judicial 

distinto a la acción de tutela, que sea adecuado para resolver las 

implicaciones constitucionales del caso, y que goce con suficiente 

efectividad para la protección de sus derechos fundamentales; y, (2) 

cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (…). 
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En efecto, este Tribunal ha reconocido que se configura una excepción 

a la improcedencia de la tutela por incumplimiento del requisito de 

subsidiariedad, cuando los mecanismos ordinarios existentes no son 

idóneos ni eficaces para evitar la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable. Si bien el accionante tiene la vía gubernativa y el 

contencioso administrativo como remedios judiciales, estos no son los 

conducentes para proteger de manera efectiva los derechos del 

peticionario, pues, como ha sido establecido de manera reiterada por 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional, "la vía contencioso 

administrativa no es el                    mecanismo idóneo para evitar la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable en concursos de méritos”. 

Sentencia C-132/18 ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS-

Reiteración de jurisprudencia sobre procedencia excepcional. “La 

jurisprudencia constitucional ha establecido que cuando se trata de objetar 

o controvertir actos administrativos, en principio se debe acudir a la 

jurisdicción contencioso administrativa y no a la acción de tutela, salvo que 

el juez determine que tales mecanismos no proporcionan una eficaz y 

pronta protección a los derechos que se pretenden salvaguardar o se esté 

ante la posibilidad que se configure un perjuicio irremediable, pero en todo 

caso las acciones judiciales contencioso administrativas no pueden haber 

caducado al momento de interponerse la acción de tutela.” 

 

Por ultimo a sostenido la corte constitucional en Sentencia T-340/20, al 

señalar: “ACCION DE TUTELA EN CONCURSO DE MERITOS-Procedencia 

excepcional cuando a pesar de existir otro medio de defensa judicial, éste 

no resulta idóneo para evitar un perjuicio irremediable. La Corte ha sostenido 

que, pese a la existencia de las vías de reclamación en lo contencioso 

administrativo, existen dos hipótesis que permiten la procedencia 

excepcional de la acción de tutela. La primera, se presenta cuando existe 

el riesgo de ocurrencia de un perjuicio irremediable, causal que tiene plena 

legitimación a partir del contenido mismo del artículo 86 del Texto Superior 

y, por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter de mecanismo 

subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente no 

brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para resolver la 

controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos del caso 

y de su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales.” 

2.Materialización de las excepciones de procedencia de estudio de 

la acción de tutela aplicable a mi caso. 

Leída y analizada la jurisprudencia se desprenden y materializan varias 

excepciones para la procedencia del estudio de acción de tutela en 

mi caso, que son: a) No cuento con un mecanismo judicial distinto a la 

acción de tutela, que sea adecuado para resolver las implicaciones 
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constitucionales del caso, y que goce con suficiente efectividad para 

la protección de mis derechos fundamentales, toda vez que el acto 

administrativo que notificó la respuesta a mi reclamación sobre los 

resultados de la prueba de valoración de antecedentes es de trámite, 

contra el cual no procede recurso alguno, ni puede ser objeto de 

control judicial. Al respecto, se debe indicar que los actos administrativos 

definitivos, según el artículo 43 de la Ley 1437 de 2011, son aquellos que 

deciden directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan 

imposible continuar con la actuación. O como lo ha indicado la 

doctrina, son los que crean, modifican o extinguen una situación 

jurídica. Por su parte, los actos administrativos de trámite son aquellos que 

dan celeridad y movimiento a la actuación administrativa e impulsan el 

trámite propio de la decisión que ha de tomarse, sin que produzca 

efectos directos e indirectos. 

En este caso, la comunicación de la respuesta a mi reclamación sobre 

los resultados de la prueba de valoración de antecedentes mediante 

la plataforma SIMO, lo que produjo en la convocatoria fue el impulso del 

trámite administrativo, y que al final soportara la decisión final del acto 

administrativo definitivo, que sería la publicación de la lista de elegibles. 

Bajo este escenario, tenemos que la notificación de la respuesta a mi 

reclamación sobre los resultados de la prueba de valoración de 

antecedentes es un acto administrativo de trámite, el cual no tiene 

control judicial y por ende no se pueda atacar mediante el medio  de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho por los siguientes 

argumentos jurídicos. El artículo 75 de la Ley 1437 de 2011 prescribe que “no 

habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de 

trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en 

norma expresa”; y por su parte el artículo 43 ibídem define que los actos 

administrativos definitivos son aquellos que “…decidan directa o 

indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la 

actuación”. En consecuencia, los actos administrativos de trámite no son 

susceptibles de recursos en vía administrativa y tampoco son objeto de 

control judicial mediante el mecanismo ordinario de nulidad y 

restablecimiento del derecho, donde solo se discute la legalidad de los 

actos administrativos definitivos por crear, modificar o extinguir una 

situación jurídica, que en este caso sería el acto administrativo que 

conforma la lista de elegibles. 

Lo anterior ha sido ratificado por la Corte Constitucional ², quien en 

términos concretos ha manifestado que los actos previos a la 

conformación de lista de elegibles son de trámite, y el que conforma la 

lista es definitivo: “5.1Dentro de las etapas del concurso de docentes 

señalada en acápite anterior, los actos previos a la conformación de 
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la lista de elegibles, entre los que se encuentra la publicación de los 

resultados obtenidos en las pruebas, son verdaderos actos de trámite en 

tanto que le  dan impulso al proceso de selección, pero no definen la 

actuación. Ha sostenido el Consejo de Estado, en relación con la 

naturaleza de la publicación de los resultados de un  concurso de méritos 

que: las publicaciones de los resultados del concurso, son 

determinaciones que constituyen actos de trámite, las cuales fueron 

expedidas dentro de la actuación propia del concurso y las 

determinaciones que en ellos se adoptan, se realizan justamente para 

impulsar y dar continuidad al proceso propio de las convocatorias, en 

cumplimiento de los deberes legales de las entidades involucradas”. Así 

como se indicó en el capítulo anterior, por disposición del artículo 49 del 

Código Contencioso Administrativo, contra el acto de publicación de 

resultados de las pruebas en un concurso de mérito no proceden los 

Recursos y por tanto, tales actos no requieren ser notificadas 

personalmente, puesto que de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 44 del mismo estatuto, solamente se notifican en forma personal, 

las decisiones que pongan término a una actuación administrativa. 

5.2 Ahora bien, en cuanto a los actos definitivos que adopta la 

administración en los concursos de mérito, se tiene la lista de elegibles que 

se define como un instrumento que garantiza la transparencia del 

proceso de selección, provee información sobre quiénes tienen derecho 

a ser nombrados en los cargos para los cuales se hizo la convocatoria y 

sobre quiénes tendrán en el futuro un derecho preferencial a ser 

nombrados en vacantes que surjan durante los dos años de la vigencia de 

la lista. Solamente la conformación de la lista de elegibles que debe 

adoptarse mediante acto administrativo, define la situación jurídica de 

los participantes, puesto que adquieren un derecho particular y 

concreto que les da la certeza de poder acceder al cargo para el cual 

concursaron. Durante las etapas del concurso, tan sólo tiene una 

expectativa de pasarlo”. 

Sentencia T-945 09.  

Esta tesis, también ha sido acogida por la Sección Segunda, Subsección A 

del Consejo de Estado ³ al manifestar que “Las decisiones que se dictan en 

el desarrollo de un concurso de méritos para la provisión de empleos, 

generalmente constituyen actos de trámite y contra estos no proceden 

los recursos de la vía gubernativa ni los medios de control que regula la 

Ley 1437 de 2011 – CPACA”. 

Corolario a lo anterior, esta acción de tutela es la vía judicial  idónea y 

eficaz para reclamar oportunamente la salvaguarda de mis derechos 

fundamentales, toda vez que al no existir hasta la fecha un acto 

administrativo definitivo en el marco del concurso de méritos de la 
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convocatoria 828 a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 1132 a 1134 y 1305 de 2019 - 

Municipios PDET Priorizados para el Posconflicto, para el cargo Nivel 

profesional, Denominación: Inspector Urbano de Policía Categoría Especial 1° 

y Primera Categoría, Grado: 1- Categoría : 233; Opec:  2331(7 Vacantes),  no 

se podría          acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pues 

insisto, la publicación de la respuesta a mi reclamación sobre los 

resultados de la prueba de valoración de antecedentes constituyen 

actos de mero trámite que se expiden para dar impulso al proceso 

concursal. 

En este momento la convocatoria No 828 a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 

1132 a 1134 y 1305 de 2019 - Municipios PDET Priorizados para el Posconflicto, 

se encuentra próxima en la fase de publicación de listas de elegibles, 

que es de carácter definitivo (la cual podría salir en cualquier 

momento), porque, además de no existir un cronograma o publicación 

de fecha expectante, también lo es que de conformidad al artículo 

2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, se asigna un término perentorio de 

cinco (5) meses para publicar la lista de elegibles desde la publicación 

de la convocatoria, lo que significa que en cualquier momento una vez 

publicadas esta reclamaciones a la prueba de valoración de 

antecedentes (VA), se conforme la lista de elegibles. 

 
3.Conclusión. 

Así las cosas, tengo que concluir que en el presente caso es procedente 

el estudio de fondo de la acción de tutela contra el acto administrativo 

de trámite radicado No. 562801367 de fecha 14 de marzo de 2023, que 

me comunicó  la respuesta a mi reclamación sobre los resultados de la 

prueba de valoración de antecedentes(VA) de la convocatoria                No. 828 

a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 1132 a 1134 y 1305 de 2019 - Municipios PDET 

Priorizados para el Posconflicto, convocada mediante Acuerdo No. 

CNSC  20181000008206 del 07-12-2018, proceso de selección No. 894 

de 2018,  frente al cargo Nivel Profesional- Denominación: Inspector Urbano 

de Policía Categoría Especial 1° y Primera Categoría, Grado: 1- Categoría : 

233; Opec: 2331(07 Vacantes), al cumplirse por lo menos las dos (2) 

excepciones o sub reglas jurisprudenciales que a saber son: 

a) NO cuento con un mecanismo judicial distinto a la acción de tutela, 

que sea adecuado para resolver las implicaciones constitucionales del 

caso, toda vez que el acto administrativo radicado No. 562801367 de 

fecha 14 de marzo de 2023, que notificó la respuesta a mi reclamación 

sobre los resultados de la prueba de valoración de antecedentes es de 

trámite, contra el cual no procede recurso alguno ni puede ser objeto 

de control judicial. b) El mecanismo judicial existente no es idóneo, en 

razón a que en la práctica resultaría ineficaz, pues el prolongado 



Página 59 de 7 

 

término de duración del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho acompañada de la medida cautelar me 

ocasionaría un perjuicio grave e irremediable luego de publicarse la lista 

de elegibles. 
 

Por tanto, acudo a su sabiduría y administración de justicia, como juez 

constitucional para que por medio de la presente acción de tutela 

ampare y garantice los derechos fundamentales señalados en esta 

misiva, y en su defecto se decrete la medida cautelar que a 

continuación se solicita así: 

 

 

PETICION 

 

Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones 

expuestas, respetuosamente solicito al señor Juez TUTELAR a mi favor los 

derechos constitucionales fundamentales invocados ORDENÁNDOLES 

a las autoridades accionadas que: 

 

1.Se valide y se puntué en la prueba de valoración de antecedentes 

(VA) de forma integral las 04 certificaciones laborales expedidas por la 

Alcaldía de Valledupar, CONTRATOS DE PRESTACION DE SERVICIOS Nos: 

135- 747- 118 – 284, que no fueron valoradas ni tenidas en cuenta por la 

ESAP y la CNSC, para que de esta manera se obtenga el puntaje real 

y la posición meritoria que resulte ajustada a derecho. 

2.Modifique el listado de puntajes de aspirantes al empleo que 

continúan en concurso de la convocatoria No. 828 a 979 y 982 a 986 de 

2018, 989, 1132 a 1134 y 1305 de 2019 - Municipios PDET Priorizados para el 

Posconflicto, frente al cargo Nivel Profesional- Denominación: Inspector 

Urbano de Policía Categoría Especial 1° y Primera Categoría, Grado: 1- 

Categoría : 233; Opec: 2331(07 Vacantes), convocada mediante 

Acuerdo No. CNSC -  20181000008206 del 07-12-2018, proceso de 

selección No. 894 de 2018 - municipios priorizados para el post conflicto 

(municipios de 1ª a 4ª categoría)  adscritos a la Secretaría de Gobierno 

Municipal.; lo anterior, en el sentido de ubicarme en la posición real y 

meritoria que me corresponda en la lista. 

3. De manera muy respetuosa y con el ánimo de evitar un daño 

irremediable, RUEGO a señoría, se vincule al Consejo Superior de la 

Judicatura Unidad de Registro Nacional de abogados y auxiliares de la 

justicia, con el fin que expongan lo que les consta sobre la resolución 

1740 de 27 de marzo de 2014, y allegue a su despacho los contratos 

aportados por mi persona que dio origen a la emisión de dicha 
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resolución, y de esta manera se puedan corroborar que los contratos 

aportados son los mismos que hacen alusión  a las fechas de  la 

resolución 1740, para establecer la cantidad de tiempo exigido, y se 

establezca de igual manera que el contrato de prestación de servicio 

de un auxiliar jurídico No. 237, fue valorado para puntuación y el 

contrato 284 fue excluido para valorar y puntuar, donde probaría que 

este contrato debe ser valorado para puntuar dado que fue tenido en 

cuenta como experiencia para optar el título de abogado, y por 

consiguiente con esto también probaría que el resto de contratos de 

apoyo a la gestión no valorados en la prueba de VA  Nos 135 -747 y 118 

deben valorarse como experiencia profesional y puntuarse debido a 

que están dentro del marco de la constitución y la ley, es decir  dentro 

de la misma línea valorativa del C S de la J, por tener el mismo objeto 

contractual y las funciones intrínsecamente relacionadas a las del 

inspector de policía. 

 

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

Ante el daño inminente, urgencia, gravedad y el carácter    

impostergable del amparo que reclamo por el daño irremediable que 

se puede ocasionar dada la instancia en la que se encuentra el 

concurso, fase final previa a la publicación de la lista de  elegibles; que 

de llegarse a dar, configuraría en mi contra un perjuicio irremediable, 

pues no se podría dar un pronunciamiento de fondo, por ello solicito al 

Despacho se sirva ORDENAR a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL – CNSC  y  la  ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA- ESAP,  se  

sirvan: 

 

 

SUSPENDER, el proceso de conformación de lista de elegibles de la OPEC: 

2331 del cargo Nivel Profesional- Denominación: Inspector Urbano de Policía 

Categoría Especial 1° y Primera Categoría, Grado: 1- Categoría : 233;  2331(07 

Vacantes)  de la convocatoria  No. 828 a 979 y 982 a 986 de 2018, 989, 1132 

a 1134 y 1305 de 2019 - Municipios PDET Priorizados para el Posconflicto 

convocada mediante Acuerdo No. CNSC-  20181000008206 del 07-12-

2018, proceso de selección No. 894 de 2018, de manera TEMPORAL 

hasta tanto se profiera una decisión  de fondo dentro de la presente tutela. 
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PRUEBAS 

1.Cedula de ciudadanía. 

2.Anexo Acuerdo No. CNSC-  20181000008206 del 07-12-2018, proceso 

de selección No. 894 de 2018 

3.Constancia de inscripción #7918913. 

4. Reclamación a los resultados de la prueba de valoración de 

antecedentes (número de reclamación (556903585). 

5. Resultados de reclamación prueba de valoración de antecedentes, 

acto administrativo de fecha 14 de marzo de 2023, No. 562801367  

6. Resolución 1740 de 27 de marzo de 2014. 

 

 

DECLARACIÓN JURAMENTADA 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que, por los mismos hechos 

y derechos, no he presentado petición similar ante ninguna autoridad 

judicial. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Constitución Política Artículo 86 

Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1382 de 2000 

sentencia de unificación SU - 913 de 2009 

sentencia T -798 

  sentencia T-090 /2013. 

  sentencia de tutela, t - 030 de 2015, la corte constitucional 

  sentencia T- 748 del 7 de diciembre de 2015 

  sentencia T-682 del 2 de diciembre 2016, la Corte Constitucional 

  La Sentencia T-318/17 

  sentencia T - 438 de 2018 Corte Constitucional. 

  sentencia c-132/18 acción de tutela contra actos administrativos. 

  Sentencia T-340/20 Corte Constitucional. 
 El artículo 1 de la Ley 2043 de 2020 

 

 

NOTIFICACIONES 
 

El suscrito en la secretaría de su despacho o en la Carrera 23 # 37-41 del 

barrio villa Leonor de la ciudad de Valledupar-cesar 

Correo electrónico: javierenriquecarrillocampo@gmail.com  

CL: 3003006389  

 

mailto:javierenriquecarrillocampo@gmail.com
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ACCIONADOS: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL: A través del 

correo electrónico: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

 

ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA: A través del correo 

electrónico: notificaciones.judiciales@esap.gov.co  

 

Ruego, señor Juez, ordenar el trámite de ley para esta petición.  

 

Del señor Juez,  

 

atentamente 

 

 

JAVIER ENRIQUE CARRILLO CAMPO 

C.C. No. 77.187.587 de Valledupar 
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